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Abstract

This article visits the main concepts and milestones on gender equality and wom‑
en’s autonomy in the Economic Commission for Latin America and the Carib‑
bean (eclac) production. It reviews its link to the debates and agreements adopted 
by the governments at the Regional Conference on Women in Latin America and 
the Caribbean, especially the Montevideo Strategy for the Implementation of the 
Regional Gender Agenda in the framework of Sustainable Development towards 
2030 (cepal, 2017a) and the Santiago Commitment (cepal, 2020b). The structural 
challenges of gender inequality are a key to understanding this problem in the 
region and bringing light to the design of public policies oriented towards equality.
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Resumen

Este artículo recorre los principales conceptos e hitos sobre igualdad de género y 
autonomía de las mujeres en la producción de la Comisión Económica para Amé‑
rica Latina y el Caribe (cepal) y su vinculación con los debates y los acuerdos 
alcanzados en la Conferencia Regional sobre la Mujer de América Latina y el 
Caribe, especialmente, la Estrategia de Montevideo para la Implementación de 
la Agenda Regional de Género en el marco del Desarrollo Sostenible hacia 2030 
(cepal, 2017a) y el Compromiso de Santiago (cepal, 2020b). Los nudos estructu‑
rales de la desigualdad de género son clave para la comprensión de este fenómeno 
en la región, y su análisis, central para el diseño de las políticas públicas orientadas 
hacia la igualdad.

Palabras clave: autonomía de las mujeres; desigualdades de género; desarrollo sos‑
tenible; recuperación transformadora e igualdad. Clasificación jel: B54, I38, J22, 
N36.

Introducción

Desde hace más de dos décadas el pensamiento de la Comisión Económica 
para América Latina y el Caribe (cepal) integra en su análisis crítico los apor‑
tes desde los estudios de género y del pensamiento y la praxis feminista. Éstos 
han contribuido de manera crucial a la comprensión de la dinámica económica 
y a desafiar algunos supuestos de la economía ortodoxa que están en la base de 
la insostenibilidad del estilo de desarrollo dominante. Por ejemplo, la noción 
de división sexual del trabajo que proponen economistas y sociólogas femi‑
nistas (Hochschild y Machung, 1989; Picchio, 2001; Scott y Kates, 2004) es 
central para entender los fenómenos de la desigualdad en la región y su repro‑
ducción en el marco de la cultura del privilegio (cepal, 2016b).

La incorporación de estos elementos también ha contribuido a repensar 
los supuestos de algunas corrientes de la economía heterodoxa que en muchos 
casos también ven acotados sus análisis exclusivamente a la economía de 
mercado. 

Los distintos enfoques económicos —sean más keynesianos o más neoliberales—, 
aunque con diferencias entre sí, mantienen sus análisis centrados exclusivamente 



Güezmes, Scuro y Bidegain, Igualdad de género y autonomía 313

en la producción, el consumo y la distribución mercantil, sin considerar el 
trabajo y las diversas actividades que quedan fuera de los márgenes del mercado. 
Como resultado, dichos análisis no sólo son parciales, sino que también pueden 
ser erróneos. Si sólo se tiene en cuenta y se analiza una parte de la realidad, pero 
desde el supuesto de que es la totalidad, nada asegura que los resultados —esta‑
dísticos o de políticas por implementar— sean los adecuados [cepal, 2015: 15]. 

En la primera década del 2000 la cepal instaló en la región el concepto de 
autonomía de las mujeres en su virtud de categoría analítica y clave en la 
praxis de la política pública. Esto, además del debate en el interior de la insti‑
tución, requirió el intercambio y el enriquecimiento del concepto en con‑
junto con las principales hacedoras de la política pública de género: mi‑ 
nistras, secretarias de Estado y altas autoridades de los Mecanismos para el 
Adelanto de las Mujeres. También en la primera década del 2000 se conso‑
lidaba en la región la propia institucionalidad estatal rectora para la igualdad 
de género:  los ministerios de la mujer o secretarías de Estado para la igual‑
dad o equidad (Benavente y Valdés Barrientos, 2014; cepal, 2010 y 2017b). 

Desde la cepal y tras el debate que implicaron tanto el Consenso de 
Quito aprobado en la X Conferencia Regional sobre la Mujer de América 
Latina y el Caribe en 2007, como el Consenso de Brasilia aprobado en la XII 
Conferencia Regional sobre la Mujer de América Latina y el Caribe en 2010, 
se define la autonomía de las mujeres como “la capacidad para tomar deci‑
siones libres e informadas sobre sus vidas, de manera de poder ser y hacer en 
función de sus propias aspiraciones y deseos, en el contexto histórico que las 
hace posibles” (cepal, 2011: 9). 

Con la creación del Observatorio de Igualdad de Género de América 
Latina y el Caribe, a partir de la solicitud de los gobiernos,1 la cepal ha 
enfocado la mirada en la autonomía de las mujeres principalmente en tres 
dimensiones. La autonomía económica, que se vincula con la posibilidad de 
controlar los activos y los recursos, así como liberar a las mujeres de la 
responsabilidad exclusiva de las tareas reproductivas y de cuidado; la auto‑
nomía física, que refiere a la capacidad para decidir libremente acerca de la 

1 Véase párrafo 3 del Consenso de Quito: “3. Solicitamos a la Comisión Económica para América 
Latina y el Caribe que, junto con otras organizaciones del sistema de las Naciones Unidas, colabore con 
los Estados miembros que así lo soliciten en el seguimiento del cumplimiento de los acuerdos adoptados 
mediante la creación de un observatorio de igualdad que contribuya al fortalecimiento de los mecanis‑
mos nacionales de género” (cepal, 2007).
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sexualidad, la reproducción y el derecho a vivir una vida libre de violencia, y la 
autonomía en la toma de decisiones, que implica la plena participación en las 
decisiones que afectan la vida de las mujeres y su colectividad (cepal, 2021d).

Desde esta perspectiva, la autonomía de las mujeres se entiende como un 
proceso de transformación de las condiciones de subordinación. La cepal 
analiza y vincula la desigualdad de género con la falta de autonomía de las 
mujeres; en este sentido, ésta última es considerada una consecuencia de 
la injusticia, de la mala distribución del poder, los ingresos y el tiempo entre 
hombres y mujeres, así como de la falta de reconocimiento de los derechos 
de las mujeres por parte de las élites políticas y económicas (cepal, 2011). 
Por lo tanto, la autonomía de las mujeres es clave —no sólo una precondi‑
ción para la igualdad de género— para avanzar hacia la justicia distributiva 
y asegurar que hombres y mujeres sean reconocidos como iguales en digni‑
dad y derechos (cepal, 2014). 

A su vez, también se ha destacado que la igualdad formal es una condición 
necesaria pero no suficiente para garantizar los derechos y la autonomía de 
las mujeres. En línea con diferentes aportes de la teoría feminista y de las 
recomendaciones del Comité para la Eliminación de la Discriminación con
tra la Mujer (cedaw), desde cepal se ha interpelado el concepto de igualdad.  
La igualdad de oportunidades y la de medios resultan insuficientes desde una 
perspectiva de género; se requiere igualdad en el pleno ejercicio de los dere‑
chos, y de esta forma pasar de la igualdad formal a la sustantiva o de resulta‑
dos. Puede señalarse el concepto de igualdad sustantiva como se establece en 
la Recomendación General núm. 25 del Comité para la Eliminación de la 
Discriminación contra la Mujer sobre medidas especiales de carácter tem‑
poral para acelerar la igualdad de facto, que sostiene:

un enfoque jurídico o programático puramente formal no es suficiente para 
lograr la igualdad de facto con el hombre que el Comité interpreta como igual‑
dad sustantiva […] El logro del objetivo de la igualdad sustantiva también exige 
una estrategia eficaz encaminada a corregir la representación insuficiente de la 
mujer y una redistribución de los recursos y el poder entre el hombre y la mujer 
[Organización de las Naciones Unidas (onu), 2004: párr. 8].

En este sentido, la cepal ha enfatizado en el vínculo imprescindible entre 
el efectivo goce de todos los derechos humanos de las mujeres y la capacidad 
de tomar decisiones libres e informadas sobre su vida como medio para 
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alcanzar la autonomía (cepal, 2017b). “Al mismo tiempo, la autonomía de 
las mujeres en los diferentes ámbitos refuerza las condiciones para el ejerci‑
cio de los derechos y una ciudadanía activa en el marco de democracias 
paritarias y patrones de desarrollo sostenibles” (Bidegain Ponte, 2017: 24).

Este artículo recorrerá los principales conceptos e hitos en la producción 
de la cepal vinculados con los debates y los acuerdos alcanzados en el prin‑
cipal foro intergubernamental sobre los derechos de las mujeres y la igualdad 
de género en la región, la Conferencia Regional sobre la Mujer de América 
Latina y el Caribe. Esta conferencia, que es convocada por la cepal regular‑
mente cada tres años, tiene por objetivo analizar la situación regional y 
subregional respecto de la autonomía y los derechos de las mujeres; presen‑
tar recomendaciones en materia de políticas públicas de igualdad de género, 
y realizar evaluaciones periódicas de las actividades llevadas a cabo en cum‑
plimiento de los acuerdos regionales e internacionales (cepal, 2021e).

I. Superar los nudos estructurales de la desigualdad de género  
y alcanzar el desarrollo sostenible para 2030

La cepal, por medio de la Secretaría Técnica de la Conferencia Regional 
sobre la Mujer de América Latina y el Caribe, uno de los órganos interguber‑
namentales más antiguos de la región, ha acompañado a los gobiernos de 
América Latina y el Caribe para abordar los desafíos conceptuales, políticos 
y metodológicos en relación con la autonomía de las mujeres y la igualdad de 
género en la región. 

En particular, en el proceso preparatorio de la XIII Conferencia Regional 
sobre la Mujer de América Latina y el Caribe, la cepal preparó y puso a 
consideración la estrategia para la implementación de los compromisos 
asumidos por los gobiernos en la Agenda Regional de Género, en sintonía 
con la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible. Como contribución al 
debate en la XIII Conferencia Regional, la cepal elaboró el documento de 
posición Autonomía de las mujeres e igualdad en la agenda de desarrollo 
sostenible (cepal, 2016a). Además, tras un amplio proceso de consulta con 
representantes de gobiernos, organizaciones de la sociedad civil —en par‑
ticular de mujeres y feministas— y organismos del sistema de la onu, los 
gobiernos de la región adoptaron la Estrategia de Montevideo para la 
Implementación de la Agenda Regional de Género en el marco del Des‑ 
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arrollo Sostenible hacia 2030, en la XIII Conferencia Regional sobre la 
Mujer de América Latina y el Caribe, llevada a cabo en Montevideo en octu‑
bre de 2016.

La Estrategia de Montevideo constituye un aporte de la región para 
posicionar la igualdad de género y la autonomía de las mujeres en el centro 
del debate sobre desarrollo sostenible. Este instrumento regional reconoce 
que las desigualdades de género son un rasgo estructural en América Latina 
y el Caribe; cuestiona la insostenibilidad del estilo de desarrollo dominante, y 
propone una conceptualización de desarrollo sostenible que coloca en el 
centro la igualdad de género, los derechos humanos y la autonomía de las 
mujeres.

Desde una mirada sistémica enfocada en la distribución del poder, se señala 
que frente al agotamiento del actual estilo de desarrollo dominante, caracte‑
rizado por el aumento de la desigualdad y la crisis ambiental, es necesario 
transitar hacia patrones de producción y consumo sostenibles que incorpo‑
ren políticas de redistribución de la riqueza, el ingreso y el tiempo (cepal, 
2017b: 17). La medición y el análisis de la distribución del tiempo entre 
hombres y mujeres como una de las dimensiones clave para comprender y 
revertir la desigualdad en América Latina y el Caribe (ALC) expanden los 
alcances de las propuestas heterodoxas. La cepal ha transitado en las últi‑
mas décadas por el camino de la propuesta heterodoxa, al entender que la 
igualdad de género ha de ser constitutiva del estilo de desarrollo impres‑
cindible y urgente para ALC.

A su vez, la comprensión de las desigualdades de género como un ele‑
mento sistémico se manifiesta en la conceptualización de los nudos estruc‑
turales de la desigualdad de género. Para avanzar hacia la igualdad sustantiva 
y alcanzar el desarrollo sostenible en 2030, los gobiernos acordaron que era 
necesario superar cuatro nudos estructurales constitutivos de las actuales 
relaciones desiguales de poder en América Latina y el Caribe. Los nudos 
son: 1) la desigualdad socioeconómica y la persistencia de la pobreza;  
2) los patrones culturales patriarcales discriminatorios y violentos y el 
predominio de la cultura del privilegio; 3) la división sexual del trabajo y 
la injusta organización social del cuidado, y 4) la concentración del poder 
y las relaciones de jerarquía en el ámbito público (cepal, 2017a).

Los nudos en el diagrama 1 se refuerzan mutuamente y generan comple‑
jos sistemas socioeconómicos, culturales y de creencias que obstaculizan y 
reducen el alcance de las políticas para la igualdad de género y la autonomía 



Diagrama 1. Elementos clave para alcanzar la autonomía de las mujeres  
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de las mujeres. La Estrategia de Montevideo para la Implementación de la 
Agenda Regional de Género en el marco del Desarrollo Sostenible hacia 
2030 busca superar tales nudos estructurales mediante políticas integrales en 
10 ejes de implementación: 1) marco normativo, 2) institucionalidad, 3) par‑
ticipación, 4) construcción y fortalecimiento de capacidades, 5) financia‑ 
miento, 6) comunicación, 7) tecnología, 8) cooperación, 9) sistemas de infor‑
mación y 10) monitoreo, evaluación y rendición de cuentas (cepal, 2017a).

Desde el Observatorio de Igualdad de Género de América Latina y el 
Caribe se genera evidencia sobre los nudos estructurales de la desigualdad y 
sus intersecciones y manifestaciones, que limitan la autonomía económica, 
física y en la toma de decisiones de las mujeres. 

Se ha destacado que la heterogeneidad estructural latinoamericana y cari‑
beña es una de las raíces de la elevada desigualdad en la región. Se expresa en el 
alto porcentaje de informalidad en el empleo total y las diferencias en pro‑
ductividad y las asimetrías de, por una parte, las micro, pequeñas y medianas 
empresas frente a, por la otra, las grandes firmas en un mismo país o región. 
La heterogeneidad estructural de los países de la región se refuerza con los 
nudos de la división sexual del trabajo y la desigualdad socioeconómica. 
Esto se traduce en mercados laborales que presentan un patrón de segrega‑
ción laboral de género caracterizado por una menor participación de las 
mujeres en el empleo, su concentración en pocos sectores económicos y 
ocupaciones de menores niveles de ingreso, así como en empresas de menor 
tamaño en comparación con los hombres, y con un déficit de acceso a la 
protección social. Los fenómenos de segregación laboral de género vertical 
y horizontal, a los que se suman las brechas salariales, persisten como parte 
de estructuras productivas poco diversificadas, intensivas en recursos natu‑
rales, con bajo contenido tecnológico y con fuertes vulnerabilidades asocia‑
das con las asimetrías internacionales y la restricción externa. También per‑ 
sisten las barreras al acceso de las mujeres a los recursos de producción, 
como el crédito, la tierra, el agua, la capacitación, las tecnologías y el tiempo 
(Bidegain, Scuro y Vaca-Trigo, 2020; cepal, 2019).

Por otro lado, se ha puesto en evidencia que en periodos de reducción de la 
pobreza (monetaria) y estancamiento de la tendencia, o incluso de aumento, 
sistemáticamente se identifica una sobrerrepresentación de las mujeres en 
los hogares en situación de pobreza. Esta situación ha puesto de manifiesto 
el carácter estructural de la desigualdad de género en el acceso a los recursos 
y los ingresos, en relación con la participación en el trabajo remunerado y 
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no remunerado y la alerta sobre la importancia de políticas de superación de 
la pobreza y reducción de la desigualdad que de forma explícita contribuyan 
a transformar las relaciones de género y superar la precarización de las con‑
diciones de vida de las mujeres en su diversidad.

También se ha señalado que, si bien los países de la región han avanzado 
en la aprobación de marcos normativos para prevenir, sancionar y erradicar 
la violencia por razones de género, existen grandes desafíos de implemen‑
tación, ya que no se cuenta con los recursos suficientes y la institucionali‑
dad necesaria para garantizar su efectiva aplicación. El feminicidio en 
América Latina y el Caribe es la expresión más extrema de los patrones 
culturales patriarcales que prevalecen en la región. El feminicidio o femici‑
dio, según la tipificación del delito en las leyes nacionales, muestra una 
incidencia anual en la región de al menos 4 640 casos durante 2019, según 
los datos oficiales de 18 países de América Latina y seis del Caribe reporta‑
dos al Observatorio de Igualdad de Género de la cepal (cepal, 2020c).

II. La autonomía de las mujeres en escenarios económicos cambiantes  
y el Compromiso de Santiago ante la crisis por la Covid-19

Hacia la XIV Conferencia Regional sobre la Mujer de América Latina y el 
Caribe, la reflexión desde la cepal estuvo orientada a analizar los procesos 
de la globalización económica y financiera, la revolución digital, la econo‑
mía del cuidado y el cambio climático, así como sus principales efectos en la 
vida de las mujeres en un contexto económico cambiante. La cepal preparó 
el documento de posición de la XIV Conferencia Regional denominado  
La autonomía de las mujeres en escenarios económicos cambiantes (cepal, 
2019) como aporte al debate de la conferencia.

Cabe destacar que, como resultado del intercambio en el marco de dicha 
conferencia, los Estados miembros de la cepal aprobaron el Compromiso 
de Santiago. Éste, además de ratificar la plena vigencia de la Agenda Regio
nal de Género y de la Declaración y Plataforma de Acción de Beijing a 25 años 
de su aprobación, tiene una mirada de futuro, con acuerdos en áreas que no 
se habían abordado previamente en la Agenda Regional de Género y que son 
clave para responder a los desafíos que emergen para las mujeres ante escena‑
rios cambiantes en los planos económico, demográfico, climático y tecnoló‑
gico (cepal, 2020b).
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En el documento preparado por la cepal se profundiza el análisis de los 
vínculos entre género y desarrollo, y se destaca que las desigualdades de 
género tienen determinantes en los ámbitos macroeconómico, productivo, 
institucional y sociocultural. Por un lado, se afirma que la escasa diversifica‑
ción productiva, así como la vulnerabilidad frente a los choques externos 
repercuten negativamente en la posibilidad de alcanzar la igualdad, en la 
medida en que inhiben el dinamismo del mercado laboral, restringen la difu‑
sión de capacidades y se traducen en una distribución desigual de los benefi
cios del crecimiento y de los costos de los ajustes económicos entre hombres 
y mujeres (cepal, 2019).

Por otra parte, también se señala que la persistencia de la discriminación y 
la violencia de género, la sobrecarga de trabajo no remunerado y las bre‑ 
chas salariales de género operan como barrera para la plena participación  
de las mujeres en las economías, obstaculizan el cierre de las brechas estruc‑
turales y frenan la innovación y la creación de ambientes laborales más 
diversos, así como de estructuras productivas con mayores niveles de com‑
plejidad e igualdad (cepal, 2019).

Los motores de crecimiento en la región no han sido suficientes en la 
creación de condiciones favorables para lograr mayor autonomía económica 
de las mujeres y superar las brechas de género en el mercado laboral. Si bien 
en las últimas décadas y en los años previos a la pandemia en América Latina 
y el Caribe se habían registrado avances en lo que respecta a la inserción 
laboral de las mujeres, su tasa de participación había quedado estancada en 
torno a 50%. Esto implica que la mitad de las mujeres de América Latina no 
tenía un vínculo con el mercado laboral. Además, la tasa de desempleo feme‑
nino sigue siendo sistemáticamente mayor que la de los hombres. 

Uno de los nudos estructurales de la desigualdad que establece la Estrate‑ 
gia de Montevideo (cepal, 2017a) es la división sexual del trabajo y la injusta 
organización social del cuidado. Los aportes que se han realizado desde  
la economía feminista permiten analizar las diferentes dimensiones que 
alcanza el trabajo de cuidados, así como sus intersecciones entre lo público 
y lo privado, lo formal y lo informal, lo remunerado y no remunerado, entre 
otras (Daly y Lewis, 2000; Borderías, Carrasco, Borderías Mondéjar y 
Torns, 2011). De esta forma, la perspectiva transversal y articuladora desde 
la que la economía feminista analiza los cuidados en las sociedades capitalis‑
tas modernas permite abordar los impactos que éstos tienen en la autonomía 
económica de las mujeres y sentar las bases para su transformación.
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Una de las transformaciones que vive actualmente la región tiene que 
ver con los cambios en las tendencias demográficas. En América Latina la 
transición de la estructura etaria de la población se produce siguiendo una 
secuencia particular. Desde antes del 2000 comenzó a disminuir la pobla‑
ción juvenil (de 0 a 19 años), que históricamente había sido el grupo 
poblacional predominante. Se proyecta que el fin de la sociedad joven en la 
región se producirá en 2023, cuando el grupo de 20 a 39 años pase a ser el 
más numeroso.

El aumento de la esperanza de vida, la baja en la tasa de fecundidad de 
las mujeres y la persistencia del embrazo en adolescentes son fenómenos 
que reconfiguran la organización de los cuidados, pero que aún no se 
enmarcan en relaciones de igualdad y corresponsabilidad entre hombres y 
mujeres. Esto no permite disminuir la carga total del trabajo de las mujeres 
y superar la sistemática barrera que implican los cuidados de integrantes 
del hogar y las familias para el acceso a oportunidades laborales, de ascenso 
profesional y personal de las mujeres.

Los cambios en las estructuras de las edades en América Latina y el 
Caribe representan transformaciones importantes en la demanda de cuida‑
dos en la región. Desde esta perspectiva, el envejecimiento de la población 
y la reducción de las tasas de fecundidad entrañan una modificación de la 
distribución etaria de quienes necesitarán cuidados. Ello implica que en el 
total de personas que requerirán mayor atención habrá un desplazamiento 
progresivo desde la población infantil hacia la población de edad avanzada. 
En cuanto a la oferta, la reducción del número de personas en edad de tra‑
bajar supondrá una disminución de la proporción de posibles personas 
cuidadoras en relación con quienes requieren cuidados. En el balance entre 
estas oferta y demanda de cuidados, las mujeres seguirán siendo las más 
afectadas, por ser socialmente las principales encargadas del cuidado.

En el documento que se presentó y discutió en la XIV Conferencia 
Regional sobre la Mujer se establece que 

en la medida en que aumenta el número de personas mayores y la población en 
edad de trabajar remuneradamente se reduce en términos relativos, los gobiernos 
se ven enfrentados al problema de financiar el costo de los sistemas de protección 
social. Ante esta situación, deben revisar los beneficios otorgados a las personas 
en edad de retiro y la carga impositiva que recae sobre la población activa [cepal, 
2019: 149]. 



EL TRIMESTRE ECONÓMICO 353322

 
En esa instancia y debido a la contundencia de la información presentada 

en el documento, los gobiernos aprobaron en el Compromiso de Santiago la 
urgencia de 

Diseñar sistemas integrales de cuidado desde una perspectiva de género, intersec‑
cionalidad e interculturalidad y de derechos humanos que promuevan la corres‑
ponsabilidad entre mujeres y hombres, Estado, mercado, familias y comunidad, 
e incluyan políticas articuladas sobre el tiempo, los recursos, las prestaciones y 
los servicios públicos universales y de calidad, para satisfacer las distintas necesi‑
dades de cuidado de la población, como parte de los sistemas de protección social 
[cepal, 2020b: párr. 26].

Otro de los escenarios cambiantes que se analizaron en el documento 
refiere a los procesos de la globalización económica y financiera. Si bien 
actualmente el mundo está más interconectado que en las décadas pasadas, 
los beneficios y los costos asociados con el proceso de globalización econó‑
mica y financiera no se han distribuido de forma equitativa entre países, 
regiones ni sectores, ni entre hombres y mujeres (cepal, 2019). Se abordan 
las políticas comerciales y financieras que están siendo impulsadas en los 
países de la región, así como los principales desafíos y oportunidades que 
enfrentan los países de ALC para avanzar hacia la autonomía de las mujeres 
y la igualdad de género. 

En el ámbito de comercio exterior se produce evidencia sobre los vínculos 
entre estructura productiva, patrón exportador y segregación laboral de 
género en los diferentes países y subregiones de la región. Se ha destacado 
que las estrategias de especialización de las exportaciones en productos pri‑
marios y manufacturas basadas en recursos naturales o intensivos en mano 
de obra no han sido suficientes para diversificar la canasta exportadora de la 
región hacia sectores más intensivos en conocimiento, tecnología y genera‑
ción de empleo de calidad, en particular para las mujeres. 

Por ejemplo, en América del Sur, donde las exportaciones son intensivas 
en productos básicos y manufacturas basadas en recursos naturales y con 
bajo valor agregado, el sector exportador contribuye poco a la generación 
de empleo —tanto directo como indirecto— comparado con el resto de la 
economía, y en particular para las mujeres (cepal, 2019). De acuerdo con 
información disponible para 10 países de América de Sur en 2018, el 
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empleo femenino asociado con las exportaciones representa 9.7% del em‑ 
pleo total de las mujeres, y el empleo masculino 13.1% del total para ellos 
(cepal, 2021a).2

Por otro lado, en países de Centroamérica, algunos del Caribe y México 
se han especializado en manufacturas orientadas a la exportación de tecno‑
logía baja y media (industrias de maquila o ensamblaje, textiles y confección 
de prendas de vestir y electrónica), y en servicios como el turismo. En 
Centroamérica, México y la República Dominicana el sector exportador es 
más intensivo en empleo comparado con América del Sur, y representa 
22.1% del empleo de las mujeres y 23.9% del de los hombres.3 Si bien en 
esta subregión la proporción de mujeres en el empleo exportador es el doble 
que en América del Sur, tiende a reproducirse el patrón de segregación 
laboral horizontal de los mercados laborales, ya que las mujeres están con‑
centradas en la industria textil y de confección y en algunos servicios como 
el turismo, mientras que los hombres se concentran en el sector de agricul‑
tura y ganadería, y en alimentos, bebidas y tabaco. Por ejemplo, en países 
de Centroamérica4 56.6% del empleo de las mujeres en el sector exportador se 
concentra en sólo dos sectores: textiles y confecciones, así como servicios. 

Las mujeres se concentran en pocos sectores, en empleos de baja calidad, 
con un déficit de acceso a protección social, en posiciones de menor jerarquía 
y en empresas de menor tamaño en comparación con los hombres. Como 
ejemplo puede destacarse la exportación de servicios, en particular, el turismo;  
si bien a nivel regional las mujeres son mayoría en este sector, tienen mayores 
probabilidades de estar concentradas en empleos estacionales, informales, de 
bajas remuneraciones y bajos niveles de calificación y acceso a la protección 
social. Este sector ha sido fuertemente afectado por la pandemia de la Covid-
19, y que el empleo de las mujeres se concentra en microempresas (69.5% de 
las mujeres en este sector es empleado en empresas de menos de cinco perso‑
nas) y sólo una cuarta parte de aquellas ocupadas en el ramo tiene acceso a la 
seguridad social (cepal, 2021c). Esta situación aumenta su exposición a la pér

2 Según la cepal, con base en información del Banco de Datos de Encuestas de Hogares (Badehog) y 
matrices de insumo-producto de Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, Perú, Paraguay, 
Uruguay y Venezuela; datos de 2018.

3 Según la cepal, con base en información del Badehog y matrices de insumo-producto de Costa 
Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua, Panamá, República Dominicana y México; datos 
de 2018.

4 Según la cepal, con base en información del Badehog y matrices de insumo-producto de Costa 
Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua, Panamá y República Dominicana; datos de 2018. 
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dida de empleos e ingresos, y entraña un menor acceso a los instrumentos de 
protección social en el contexto de la pandemia.

A fin de que reorientar el comercio internacional contribuya a reducir asi‑
metrías y logre igualdad de género, los gobiernos acordaron en el Com‑ 
promiso de Santiago implementar políticas de promoción del comercio exte‑
rior con perspectiva de género, como pilar del desarrollo económico de los 
países, y desarrollar programas que promuevan la generación de empleo de 
calidad y emprendimientos liderados por mujeres en el comercio internacio‑
nal, así como realizar evaluaciones de impacto en los derechos humanos, con 
enfoque de género, de las políticas y los acuerdos comerciales y de inversión 
(cepal, 2020b: párr. 30). Con miras a fortalecer la cooperación regional, se 
acordó también “propiciar la aprobación de leyes en materia laboral y tribu‑
taria para actuar de forma coordinada a nivel regional, evitando la compe‑
tencia nociva entre países, a fin de impedir que los impuestos, la reducción 
de los salarios y las desigualdades de género sean variables de ajuste para 
aumentar las exportaciones y atraer inversiones” (cepal, 2020b: párr. 29).

Estos acuerdos de la Agenda Regional de Género se constituyen en una 
oportunidad para realizar evaluaciones ex ante y ex post de los efectos de 
los acuerdos comerciales y de inversión en los derechos humanos de las 
mujeres y modificarlos en caso de ser necesario. A su vez, los compromisos 
desde la escala regional pueden contribuir a pasar de procesos de conver‑
gencia a la baja (race to the bottom) en materia de normas laborales, de 
derechos humanos y fiscales a procesos de cooperación regional en la 
garantía de derechos, así como a impulsar procesos de diversificación y 
complementación productiva e integración regional (Bidegain Ponte, 2017).

Por otro lado, en relación con las tendencias asociadas con la globaliza‑
ción financiera, en el documento presentado en la XIV Conferencia se 
destaca que en las últimas décadas el sector financiero se ha expandido a 
nivel global, ha aumentado su grado de complejidad y concentración y se 
encuentra cada vez más desligado de la economía real y de las necesidades 
de las personas. Mientras, por un lado, se constata un aumento de liquidez 
global, por otro, persisten brechas de financiamiento de las políticas de 
igualdad y condiciones desiguales de acceso al crédito por parte de las 
mujeres. También se alerta que la inclusión financiera de las mujeres se ha 
impulsado sin considerar con el mismo énfasis la importancia de la educa‑
ción financiera, los costos y los riesgos de sobreendeudamiento de las 
mujeres (cepal, 2019).
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Desde la cepal se ha acompañado a los gobiernos, en particular a las enti‑
dades reguladoras financieras, con mecanismos para el adelanto de las muje‑
res en la producción de información sobre acceso y uso del sistema financiero 
en países de la región. En estos estudios se identifica que persisten brechas 
de género debido a que operan factores discriminatorios en la oferta, el 
acceso y el uso de los productos y servicios financieros. De acuerdo con 
la información desde el lado de la oferta producida por las entidades fi
nancieras en países como Chile, Costa Rica y Guatemala, las mujeres tienen 
una tasa de mora menor, pero tienen montos de deuda y saldos de ahorro más 
pequeños y, en algunos casos, acceden a créditos pagando tasas de interés  
más altas que los hombres. En relación con el ahorro, las mujeres ahorran más 
a mediano y largo plazos, sobre todo para la vivienda (cepal, 2019; Instituto 
Nacional de las Mujeres [Inamu] et al., 2021).  

Desde el lado de la demanda, las encuestas de inclusión financiera en 
algunos países brindan elementos clave para caracterizar el endeudamiento 
de las mujeres en el mercado tanto formal como el informal. Por ejemplo, en 
países como Costa Rica, Perú y México se identifican tendencias similares 
en relación con una proporción más alta de mujeres que destinan el crédito 
para pagar gastos de educación y salud, para atender emergencias e impre‑
vistos y para pagar deudas anteriores en comparación con los hombres 
(cepal, 2019). En Costa Rica se identifica una mayor proporción de mujeres 
que de hombres que declaran que la principal razón por la que se les negó 
un crédito es no haber podido comprobar ingresos o que eran insuficientes 
(52.4% de mujeres y 47.3% de hombres) (Superintendencia General de 
Entidades Financieras [Sugef], 2020). Como muestran los indicadores del 
Observatorio de Igualdad de Género de América Latina y el Caribe (oig), 
las mujeres están sobrerrepresentadas entre las personas sin ingresos pro‑
pios, en empleos de menor salario y en emprendimientos de menor tamaño. 
Esta situación coarta sus posibilidades de acceder al crédito en el sistema 
financiero tradicional. También se debatió sobre los servicios financieros 
basados en plataformas o aplicaciones digitales (Fintech). Las tecnologías 
digitales han permitido reducir los costos de transacción y tiempo, y contri‑
buyen a superar barreras de acceso; en muchos casos lo hacen al amparo de 
marcos regulatorios débiles con escasos sistemas de protección de los datos 
de las personas (cepal, 2019).

Con base en estas tendencias, en el marco de las discusiones de la XIV 
Conferencia Regional se ha considerado que la inclusión financiera debe ser 
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justa y promover la autonomía económica de las mujeres. En este sentido, 
en el Compromiso de Santiago los gobiernos acordaron impulsar sistemas 
financieros que contemplen el acceso y el uso por parte de las mujeres de un 
conjunto diversificado de servicios y productos de ahorro y de crédito, que 
sean de calidad y asequibles (cepal, 2020b: párr. 22). También se compro‑
metieron a fortalecer la regulación de las tecnologías financieras digitales, 
garantizar los derechos a la privacidad de las personas y la protección de sus 
datos personales, así como promover la educación financiera y digital, para 
asegurar que la inclusión financiera de las mujeres sea informada y justa 
(cepal, 2020b: párr. 23).

Respecto a la política fiscal, el documento titulado La autonomía de las 
mujeres en escenarios económicos cambiantes señala que la estructura tribu‑
taria y la recaudación fiscal, así como las asignaciones presupuestarias tienen 
impactos en las desigualdades de género, porque afectan la distribución de 
los recursos, la provisión de bienes y servicios públicos y el financiamiento 
de las políticas de género. Por lo tanto, en el documento citado se describen 
los principales rasgos de los sistemas tributarios en la región y los avances 
que ha habido en materia de presupuestos sensibles al género, también se 
pone en relieve la necesidad de movilizar la máxima cantidad de recursos 
disponibles para garantizar los derechos de las mujeres, incluso en contextos 
de contracción económica.

Se destaca que los sistemas tributarios en la región tienden a ser regresi‑
vos. Puesto que más de la mitad de la recaudación total en la región se basa 
en impuestos indirectos, la carga recae sobre personas con menor capacidad 
contributiva, y esta situación afecta a las mujeres de ingresos bajos y en 
situación de pobreza. Por otra parte, los ingresos públicos de América 
Latina y el Caribe han sido insuficientes para atender las demandas del gasto 
público, lo que ha dado lugar a un sesgo deficitario y a una tendencia procí‑
clica de la política fiscal. América Latina y el Caribe, además de contar con 
una baja carga impositiva y con sesgos regresivos, tiene altos niveles de eva‑
sión y elusión fiscal. Éstas suponen una pérdida de recursos necesarios para 
ampliar el margen fiscal que podría invertirse en cerrar la brecha de financia‑
miento de las distintas políticas públicas y, en especial, las de igualdad de 
género y derechos de las mujeres (cepal, 2019). 

Como respuesta a estos desafíos, cabe subrayar que ya en la XIII 
Conferencia Regional sobre la Mujer los gobiernos acordaron fortalecer la 
cooperación regional para combatir la evasión y la elusión fiscal, además de 
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los flujos financieros ilícitos. También se comprometieron a mejorar la 
recaudación fiscal de los grupos que concentran los niveles más altos de 
ingreso y riqueza, a través del impuesto a la renta corporativa, los impues‑
tos a la riqueza y a las propiedades, entre otros. De este modo se podrá 
disponer de mayores recursos para las políticas de igualdad de género 
(cepal, 2017: medida 5h). Se destaca este compromiso de política regional 
porque combina tres elementos principales: 1) hay un reconocimiento de la 
dimensión internacional de la movilización de recursos internos al enfatizar 
la necesidad de fortalecer el multilateralismo y pasar de la competencia 
tributaria a la cooperación tributaria entre los países; 2) hay una atención 
especial a la ampliación de la base tributaria por medios progresivos que 
también contribuye a la igualdad de género, ya que las mujeres están sobre‑
rrepresentadas en los quintiles de bajos ingresos y en las micro y pequeñas 
empresas, y 3) hay un llamado explícito a asignar esos recursos para reducir 
la brecha de financiamiento de las políticas de igualdad de género y dere‑
chos de las mujeres.

De manera anticipatoria a lo que sería la peor crisis socioeconómica en 
100 años derivada de la pandemia de la Covid-19, los gobiernos se compro‑
metieron en el Compromiso de Santiago a implementar políticas contrací‑
clicas sensibles a las desigualdades de género para mitigar los efectos de 
crisis y recesiones económicas en la vida de las mujeres y dinamizar la 
economía en sectores clave, incluido el de la economía del cuidado (cepal, 
2020b: párr. 24).

Cabe destacar que la pandemia de Covid-19 ha puesto en evidencia el 
potencial redistributivo de la política fiscal y su capacidad como herramienta 
para mitigar los efectos de la crisis y reorientar procesos económicos hacia 
una recuperación transformada con igualdad de género. 

La crisis de la Covid-19 ha puesto de manifiesto el agotamiento del estilo 
de desarrollo dominante y la necesidad de reorientar las economías hacia 
los objetivos de sostenibilidad e igualdad. Por lo tanto, en línea con lo acor‑
dado en la Estrategia de Montevideo y en el Compromiso de Santiago, se 
han de superar la cultura del privilegio y los patrones culturales patriarcales 
para avanzar en la construcción de una cultura de derechos y de reconoci‑
miento de la diversidad, así como de una sociedad del cuidado, para el 
logro de la igualdad sustantiva (cepal y Entidad de las Naciones Unidas 
para la Igualdad de Género y el Empoderamiento de las Mujeres [onu-Mu‑
jeres], 2021).
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III. Hacia la sociedad del cuidado  

en América Latina y el Caribe

En los últimos 15 años los gobiernos de la región han aprobado una serie de 
acuerdos fundamentales para el diseño y la implementación de políticas  
de cuidados. En ellos se reafirman los principios de universalidad y progre‑
sividad para el acceso a servicios de cuidado de calidad y la importancia de 
la corresponsabilidad tanto entre hombres y mujeres como entre el Estado, 
el mercado, las comunidades y las familias, así como la relevancia de promo‑
ver la sostenibilidad financiera de las políticas públicas de cuidado orienta‑
das a alcanzar la igualdad de género. Por otra parte, los acuerdos aprobados 
han destacado la importancia del papel del Estado, y la imprescindible coor‑
dinación entre sus instituciones, así como entre los niveles nacional, subna‑
cional y local, además del enfoque interseccional (cepal, 2021b).

Si bien el modelo de desarrollo dominante en la región se encuentra inser‑
tado en sociedades signadas por el patriarcado, el racismo y una cultura del 
privilegio, ALC está ante la oportunidad de construir un futuro con hori‑
zonte de igualdad para todas las mujeres, las jóvenes, las adolescentes y las 
niñas. Esto implica redistribuir los tiempos, los recursos y el poder para 
transitar hacia un nuevo estilo de desarrollo basado en la igualdad de género 
y la sostenibilidad.

La propuesta de la cepal se centra en transitar hacia la sociedad del cui‑
dado; ello implica la igualdad entre hombres y mujeres, y el reconocimiento, 
la redistribución y la reducción de las tareas del cuidado dentro del marco 
de los derechos humanos y de los compromisos asumidos en la Agenda 
Regional de Género y la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible. Es 
fundamental reafirmar el papel central que tiene el Estado en el proceso de 
construcción de la sociedad del cuidado mediante acciones que tengan 
como horizonte la universalización de servicios de calidad, la coordinación 
e intersectorialidad de las políticas, la sostenibilidad financiera y la corres‑ 
ponsabilidad.5

5 La corresponsabilidad entendida en sus dos aristas, respecto de la redistribución de la carga del 
cuidado entre hombres y mujeres, la cual implica tanto una reducción de la carga de los hogares como 
el reconocimiento y el involucramiento por parte del Estado, el sector privado y las comunidades para 
atender las necesidades de cuidados de toda la población, incluso de las mujeres, que han sido las cuida‑
doras tradicionales en el actual modelo societal.
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1. La imperiosa necesidad de diseñar e implementar  
políticas integrales de cuidado

La transformación de la vida cotidiana que supuso la crisis provocada por la 
pandemia de Covid-19 ha generado una mayor visibilización de la falta de 
infraestructura y recursos, como el tiempo, para hacer viables los cuidados. Si 
bien la crisis de los cuidados es anterior a la pandemia, todas sus dimensiones 
se agravaron durante 2020 y 2021. Las medidas necesarias para evitar los 
contagios, la reconfiguración de las tareas domésticas y los cambios en  
las rutinas colocaron la palabra cuidados en el centro de muchos de los dis‑
cursos en la región. Esto permitió que amplios sectores de la sociedad tuvie‑
ran experiencias más cercanas a los desafíos del cuidado presentes en las 
teorías feministas y en los acuerdos que conforman la Agenda Regional de 
Género, que desde hace varias décadas ya reflexionan sobre la rígida división 
sexual del trabajo y la injusta organización social del cuidado.

Esto aún no conlleva de forma directa una transformación de las relacio‑
nes de género y de la división sexual del trabajo, ni ha sido suficiente para 
subvertir la organización social del cuidado ni transformar la economía del 
cuidado en un sector dinamizador de la recuperación.

Para ello es imprescindible una política pública integral que entienda el 
cuidado como un bien público, lo que implica promover la igualdad en  
el acceso al cuidado de calidad, fomentar la corresponsabilidad entre todas 
las personas y los actores capaces de brindar cuidados y propiciar un enfo‑
que interseccional que considere factores como la edad, la raza o etnia y los 
ingresos. Esto es indispensable para una recuperación transformadora y 
duradera.

2. Progresividad en el acceso universal  
a servicios de cuidado de calidad

Para que las políticas alcancen la igualdad en un contexto de profundas 
desigualdades como en ALC, éstas deben ser progresivas y facilitar el 
acceso a todas las personas sin detrimento de la calidad de los servicios que 
se ofrezcan.

Que el Estado garantice la calidad de la oferta de cuidados es determi‑
nante para que las políticas públicas no refuercen las desigualdades ni pro‑
duzcan sistemas estratificados orientados sólo a aquellas personas que no 
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puedan cubrir los costos de servicios únicamente accesibles para los que 
poseen más altos de ingresos.

No sólo se requieren diversas habilidades por parte de quienes cuidan, 
sino también distintos abordajes de políticas para facilitar y garantizar el cui
dado de calidad. Además de los requerimientos de las personas que serán 
cuidadas, el cuidado de calidad implica la garantía de derechos de aquellas 
que ejercen el cuidado siempre (descanso, condiciones de trabajo decentes), 
sea éste remunerado en el marco del mercado laboral o sin remuneración en 
el ámbito de los hogares. Al mismo tiempo que se requiere asegurar la oferta 
de calidad de los servicios de cuidado y las medidas para que las personas 
que cuidan de forma no remunerada tengan derecho al descanso y al tiempo 
propio, es imprescindible avanzar en la formalización, la formación y la 
certificación de las habilidades y las competencias para ejercer el trabajo de 
cuidados remunerado.

3. Coordinación interinstitucional  
e intersectorialidad

La naturaleza compleja pero innovadora de las políticas de cuidados desde la 
perspectiva de género requiere un enfoque intersectorial y el trabajo coor‑
dinado de diversos ministerios y sectores para cumplir a cabalidad los 
objetivos que se tracen. Es fundamental que la política de cuidados per‑
mita la intervención de distintos sectores del Estado, tanto en la provisión 
como en la regulación de los servicios y las prestaciones. Además, las polí‑
ticas de cuidado se enriquecerán en su diseño y la implementación de la 
participación de quienes se desempeñan en este ámbito de forma remune‑
rada y no remunerada, así como de las propias personas que demandan 
cuidados, ya sea de manera individual o nucleadas en organizaciones de 
representación.

El aspecto transversal de las políticas de cuidados hace imprescindible la 
coordinación institucional con claridad de competencias y cometidos entre 
los niveles (subregional, local, nacional) y agencias del Estado. Es clave enton‑
ces la impronta colaborativa, ya que estas políticas pueden convocar áreas  
tan disímiles como la infraestructura pública, la educación, la salud, la legis‑
lación laboral o los sistemas previsionales. La política de cuidados requiere, 
así, tanto acciones articuladas orientadas a la toma de decisiones en torno a 
cuestiones concretas del quehacer diario, como espacios permanentes de 
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coordinación política y técnica orientados a aunar esfuerzos intersectoriales 
en la consecución de los objetivos compartidos.

4. Corresponsabilidad

Las políticas que promueven la corresponsabilidad tienen por objetivo 
deconstruir la idea de que el trabajo de cuidados es una tarea de las mujeres 
y, en cambio, proponen generar una redistribución que permita equilibrar 
los componentes del cuidado (trabajo físico, emocional y los costos econó‑
micos) entre diferentes actores. En este sentido, el papel del Estado es 
protagónico y su acción cobra especial relevancia para alcanzar la corres‑
ponsabilidad. Este actor no es meramente un proveedor de servicios; además, 
es a quien corresponde garantizar los derechos y regular las responsabili
dades de las otras instituciones y actores como la familia, la comunidad y el 
mercado. El Estado desempeña además un papel clave, ya que tiene la posi‑
bilidad de legislar y orientar las buenas prácticas; la de regular la organiza‑
ción social del cuidado, así como la de proveer servicios de calidad y alta 
cobertura. Entre sus tareas, las instituciones del Estado pueden diseñar, 
implementar y fiscalizar la oferta de servicios de cuidado y velar porque el 
acceso no esté condicionado al poder adquisitivo de las personas. El balance 
de esfuerzos tiene un efecto positivo para el conjunto de la sociedad, ya que 
libera parte del tiempo a quienes se encuentran en una situación de sobre‑
carga para participar en otros ámbitos de la vida. La corresponsabilidad 
queda así ligada al fortalecimiento de la democracia, ya que es una condición 
para permitir que las mujeres alcancen su autonomía económica y puedan 
desarrollar actividades más allá de las responsabilidades de los cuidados de 
los miembros del hogar. 

Las políticas para fomentar la corresponsabilidad devuelven al Estado al 
centro de la escena como promotor y regulador de prácticas que abona a la 
distribución de tareas en todos los ámbitos en que se brindan y reciben 
cuidados. La legislación laboral, las obligaciones de las empresas y las 
estrategias de transformación cultural —incluidas las mallas curriculares 
educativas— son áreas clave en las que es preciso actuar para promover la 
corresponsabilidad en materia de cuidados. Este enfoque para impulsar el 
diseño de políticas integrales de cuidado ha sido adoptado tanto en el ámbito 
de la Conferencia Regional sobre la Mujer de América Latina y el Caribe como 
en la Conferencia Regional de Desarrollo Social (cepal, 2020a y 2021b). 
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5. Sostenibilidad  
financiera

El diseño y la implementación de políticas de cuidado requieren compromi‑
sos económicos de largo alcance que tengan en cuenta la sostenibilidad finan‑
ciera. Para ello es preciso incorporar en las políticas macroeconómicas y, 
especialmente, las fiscales (ingresos, gastos e inversión) los objetivos en 
materia de distribución social de los cuidados; en la gestión de las finanzas 
públicas debe estar considerada la dimensión de los cuidados. Además, 
conocer el efecto en el empleo, la recaudación tributaria y las brechas de 
desigualdad de ingresos permite construir fortaleza para darles continuidad 
a las políticas de cuidado. 

Como sugiere la Estrategia de Montevideo (cepal, 2017a), para alcanzar 
la igualdad de género se requiere la movilización de recursos suficientes, y 
para transitar hacia una sociedad del cuidado es imprescindible pensar el 
financiamiento de las políticas de cuidado. Contar con un seguimiento de la 
evolución de monto, nivel, composición y desembolso de las asignaciones 
presupuestarias para las políticas de cuidados y difundir información sobre 
dichas asignaciones son acciones necesarias para conocer qué jerarquía se les da 
y al mismo tiempo, garantizar que dichas partidas se ejecuten correctamente.

El sector privado, en particular el empresarial, puede contribuir de manera 
eficaz al financiamiento de los servicios públicos y la protección social 
mediante el pago de impuestos progresivos, a fin de que el Estado evite la 
existencia de privilegios fiscales.

Los cuatro ejes aquí presentados resultan clave para transitar hacia una 
sociedad del cuidado con garantías para quienes cuidan y quienes reciben 
cuidados de forma que no se reproduzcan las desigualdades. En la pro‑
puesta de la sociedad del cuidado, los patrones de producción y consumo y 
el cuidado del planeta son una parte importante y deben entrelazarse con la 
justa organización social del cuidado.

IV. Consideraciones de cierre

Desde el inicio de la pandemia la cepal ha recopilado y analizado tanto la 
información estadística relativa a la situación de las mujeres en el marco de 
esta crisis excepcional, como las medidas implementadas por los gobiernos 
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de la región para hacer frente a las condiciones adversas que enfrentaban los 
países. Además de generar proyecciones respecto a la posición de las muje‑
res en el mercado laboral y constatar la mayor caída histórica en sus tasas de 
participación laboral, la cepal generó una serie de recomendaciones y tra‑
bajo conjunto para apoyar a los países en el diseño y la implementación de 
políticas clave para la mitigación de los efectos de la crisis y para avanzar 
hacia una recuperación transformadora, sostenible y con igualdad. 

En tal sentido se ha establecido en diversas publicaciones e instancias de 
difusión del pensamiento cepalino que esta crisis debe convertirse en una 
oportunidad para transitar hacia una sociedad del cuidado que priorice el 
cuidado del planeta, de la salud y de las personas, además del autocuidado. 
Esto implica transitar hacia una justa organización social de los cuidados y 
una corresponsabilidad entre el Estado, el mercado, las diversas formas de 
familias y entre hombres y mujeres. Se hace un llamado a un cambio para‑
digmático, que implica repensar los patrones de producción, consumo y 
distribución, así como reorientar las finanzas hacia la economía real al 
poner en el centro la sostenibilidad de la vida. 

Es, además, fundamental integrar un enfoque interseccional que dé cuenta 
de la diversidad de mujeres en la región al entender las necesidades diferen‑

Diagrama 3. Desatar los nudos estructurales de la desigualdad  
propicia una recuperación transformadora,  

sostenible y con igualdad de género

De una desigualdad socioeconómica
y crecimiento excluyente

A estilos de desarrollo que garanticen 
la igualdad sustantiva de las mujeres

A la redistribución del tiempo, 
los trabajos y las oportunidades

De unas rígida división sexual del trabajo
e injusta organización social del cuidado

De patrones culturales patriarcales,
discriminatorios y violentos, y el predominio

de la cultura del privilegio

De la concentración del poder

Autonomía económica:
acceso equitativo 

al mercado laboral 
(pea), al cerrar 

brechas de ingresos, 
inclusión financiera 

y acceso a activos

Autonomía física:
derechos sexuales y

reproductivos; eliminar
la violencia; prevenir el
embarazo adolescente

Autonomía en la toma
de decisiones:

acceso a la toma de
decisiones y puestos
directivos públicos y

privados

A la cultura de derechos y la igualdad

A la democracia paritaria

Fuente: elaboración propia.
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tes de migrantes, jóvenes, indígenas, afrodescendientes y las que viven en el 
medio rural. La dimensión territorial y los aspectos relacionados con la 
movilidad y la seguridad de las mujeres, así como el uso del tiempo no pue‑
den estar ausentes si se pretende alcanzar la autonomía y la igualdad mediante 
la política pública.

El avance hacia nuevos estilos de desarrollo en América Latina y el Caribe 
supone balancear las dimensiones económica, social y ambiental del des
arrollo sostenible, reducir las asimetrías de poder entre países, y entre países 
y empresas, y crear condiciones estructurales habilitantes para la sostenibi‑
lidad y la igualdad (Bidegain Ponte, 2017: 53). 

Cabe señalar que, para alcanzar la igualdad sustantiva, la transversalidad 
de la perspectiva de género en todas las políticas de recuperación es necesa‑
ria, mas no suficiente. Se requieren además acciones afirmativas decididas en 
el ámbito del empleo, la fiscalidad y las políticas productivas, económicas y 
sociales que protejan los derechos de las mujeres alcanzados en la última 
década, que eviten retrocesos y que enfrenten las desigualdades de género en 
el corto, el mediano y el largo plazos.
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